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episcopales. 17. Carácter ordinario de la potestad normativa de la Conferencia. Res-
puesta a las dificultades para concebir a la asamblea plenaria de la Conferencia como 
un oficio con potestad ordinaria. 18. La delegación a iure como modo de explicar las 
competencias normativas de la Conferencia. Critica de esta opinión. La diferencia 
entre delegación a iure y configuración j uridica del olicio. 19. Observaciones críticas 
sobre algunos matices técnicos de la Introducción del decreto (nn. 5, 6 Y 10): las 
referencias a los cc. 29,30,9 Y 17. 
l. El título de «principios informadores» es una calificación más 
bien arbitraria para designar los once primeros números del primer 
decreto general de la Conferencia episcopal española. Constituyen unos 
puntos introductorios que, más que informar la normativa que emana de 
la Conferencia -como si fuesen directrices inmanentes de la ley-, lo que 
hacen es indicar algunos de sus límites y situar el alcance del primer 
decreto general. No sería correcto extraer de ellos más de lo que pueden 
ofrecer. No sirven para entender la finalidad de la Conferencia episcopal, 
ni toman partido acerca del lugar eclesiológico que le corresponde; ni 
siquiera, si queremos ser exactos, pretenden pronunciarse sobre la 
potestad de la Conferencia (sobre la naturaleza de esa potestad o sobre 
los modos de su .ejercicio). Su objetivo fundamental es dar a conocer y 
situar en su contexto jurídico la competencia de la Conferencia para 
dictar normas, y más en concreto, normas complementarias del entonces 
recién promulgado Código de derecho canónico. Es bien sabido que la 
Conferencias episcopales estaban facultadas -yen algunas materias, 
obligadas-, a ejercitar esta tarea normativa; y que la Santa Sede hubo de 
urgir para que se cumpliera. En estos números introductorios, previos al 
articulado del decreto, puede detectarse esa urgencia y la necesidad de 
justificar algunas omisiones en la tarea. Todo ello tiene un valor coyun-
tural, propio del momento. 
Por todo ello -es decir, por lo concreto del propósito de estos 
números introductorios y por su valor coyuntural-, mucho nos tememos 
que lo que se exponga en estas páginas quiera probar o deducir de-
masiado, que nos excedamos y usemos de los «principios informa-
dores» con cierta libertad para exponer asuntos doctrinales ajenos a su 
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elaboración original, o que los traigamos aquí al hilo de su lectura pero 
sin un anclaje suficiente en la pretensión inmediata del documento. Todo 
eso es un riesgo de las perspectivas generales. Pensamos no obstante 
que puede correrse ese riesgo sin traicionar sustancialmente el texto que 
tenemos que analizar. 
2. Ante todo vamos a presentar brevemente el contenido de estos 
números introductorios, que dicen lo siguiente: 
a) En la elaboración del CIC se manifestó la solicitud colegial de 
todo el episcopado, como puso de relieve el romano Pontífice en la 
const. ap. Sacrae disciplinae leges. Si la promulgación fue un acto 
primacial, la elaboración comportó solicitud colegial. Dicha solicitud se 
proyecta también hacia el futuro, de modo que en la aplicación del 
código intervenga la potestad legislativa de las Conferencias episcopales, 
potestad que el propio código «prevé y condiciona» (nn. 1 y 2). 
b) Además de la solicitud colegial hay que tener en cuenta en el 
mismo sentido el 5° principio de reforma del CIC. En él se acoge el 
principio de subsidiariedad, en virtud del cual se fomenta la cesión al 
derecho particular de todo aquello que no resulte necesario para la unidad 
de la disciplina (n. 3). 
c) Aunque la Conferencia episcopal no tiene primordialmente esa 
función legislativa, sino el «ejercicio unitario de algunas funciones 
pastorales comunes para un trabajo concorde y fructuoso», sí que le 
corresponde dicha función secundariamente y sujetándose a determi-
nadas condiciones canónicas; de este modo la ley universal se adapta 
mejor a las necesidades locales (nn. 3 y 4). 
d) La Asamblea plenaria de la Conferencia episcopal española ha 
deliberado dar un decreto general cuyo articulado comprenda «la 
legislación de los casos que facultan los preceptos de Derecho común 
recogidos en los cánones del nuevo Código», para evitar que se paralice 
cualquier actividad de la Iglesia en España (n. 5). 
e) Los cánones que otorgan a la Conferencia esta facultad de dictar 
normas son de dos tipos: «en unos casos, consiste en determinadas 
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atribuciones genéricas de competencia en relación a una precisa materia 
jurídica; en otros, de una atribución de poder jurídico ante ciertas 
hipótesis» (n. 6). 
t) En uno y otro caso, el tipo de habilitación conferida (compe-
tencia o poder, según las palabras de la introducción) no exige su ejer-
cicio inmediato; dicho ejercicio queda condicionado a la utilidad y a la 
madurez de las circunstancias. Por lo tanto, la Conferencia se reserva 
dictar nonna sobre dieciséis supuestos a los que le habilitaba el CIC; sin 
embargo, da nonna sobre los demás (nn. 6, 7 Y 8). 
g) Como es lógico, se respeta lo pactado entre la Santa Sede y el 
Estado español, normas a las que en alguna ocasión el decreto hará 
remisión (n. 9). 
h) Aquellas materias anteriormente reguladas por normas de la 
misma Conferencia, y que resultan coherentes con la ley codicial, 
quedan actualizadas en su vigor cuando de ellas se hace mención en el 
decreto; y deben interpretarse de acuerdo con el espíritu y nonnas del 
nuevo código (n. 10). 
3. No se puede elaborar un cuerpo de doctrina homogéneo sobre 
estos números introductorios. Lo que exigen es un comentario. El 
método que seguiremos será el siguiente: comentaremos primero algunos 
temas de gran envergadura doctrinal que aparecen al hilo de la lectura de 
estos números introductorios, como son la solicitud colegial (de los 
obispos reunidos en Conferencia), la subsidiariedad (de la instancia 
legislativa universal con respecto a la particular) y la subordinación (de 
las nonnas particulares con respecto al derecho superior); es evidente 
que se trata de principios de calado muy hondo y que lo que vamos a 
intentar es sólo un comentario en referencia al modo como son tratados 
en nuestro decreto. 
En segundo lugar nos preguntaremos si existen (además de los 
propósitos explícitamente aducidos) otras intenciones perseguidas por 
estos números introductorios del decreto. Siempre es peligroso juzgar de 
las intenciones no expresas, pero a veces pueden inducirse razona-
blemente. Supeditándonos a mejor juicio, nos parece que en estos 
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«principios infonnadores» se detecta una intención circunstancial (pero 
urgente) de justificar la ausencia en el primer decreto de algunas nonnas 
que las Conferencias episcopales debían dictar. Y se advierte también 
-aunque esto es mucho más discutible- una intención sustancial (aunque 
no expresa) de subrayar que la Conferencia tiene potestad legislativa. 
Diciendo relación a esto nos ocuparemos, en tercer lugar, de la po-
testad nonnativa de la Conferencia episcopal. Tampoco es un asunto que 
pueda despacharse fácilmente en el marco de un comentario, pero parece 
necesario referirse a él en un estudio de introducción sobre la normativa 
de la Conferencia; yeso aunque no resulte un argumento, según hemos 
visto, directamente apelado por el documento de la Conferencia. La 
naturaleza y el alcance de la potestad nonnativa de la Conferencia será el 
tema que ocupará mayor atención y extensión en este trabajo. 
Dedicaremos la última parte a precisar algunos puntos, más bien 
técnicos, que a nuestro parecer podrían haberse mejorado, y que en 
cualquier caso conviene indicar para una lectura provechosa de estos 
«principio infonnadores». 
4. [Solicitud colegia] Destaquemos algunas palabras de la const. 
ap. Sacrae disciplinae leges: «Si consideramos ahora la naturaleza de los 
trabajos que precedieron a la promulgación del Código, y al modo en 
que se realizaron ( ... ) se hace preciso poner de relieve con toda claridad 
que esas tareas se llevaron a término con un notabilísimo espíritu 
colegial». Y más adelante: «Por tanto, al promulgar hoy el Código, soy 
plenamente consciente de que este acto dimana de mi autoridad de 
Pontífice y por ello reviste naturaleza 'primacial'. Pero soy igualmente 
consciente de que este Código, por su contenido, implica la solicitud 
colegial que tienen por la Iglesia todos Nuestros Hermanos en el 
Episcopado; es más, por cierta semejanza con el Concilio, este Código 
debe considerarse como fruto de una 'cooperación colegial' originada de 
la convergencia de esfuerzos que han ofrecido personas expertas e ins-
tituciones de toda la Iglesia». Tomando pie de estas palabras, la 
introducción del decreto advierte (n. 1) que esa solicitud colegial no llega 
simplemente hasta el momento de la promulgación, y se paraliza ahí, 
sino que se despliega también en la aplicación nOlmativa de la legislación 
codicial. 
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El uso de los términos «solicitud colegial», «cooperación colegial», 
«espíritu colegial» está indicando sin duda que no se pone énfasis en el 
acto estricto de colegialidad. Pero hay que advertir también algo más 
sobre el uso de las palabras en este campo de la colegialidad, a menudo 
tan difuso y poco reglado. Se observa que el empleo del término en la 
Sacrae disciplinae leges indica sobre todo solicitud personal (de cada 
obispo) en una tarea común o colectiva (la elaboración de la ley univer-
sal); en el decreto se usa sin embargo para indicar la solicitud colectiva o 
común (de la Conferencia) en una tarea particular (la aplicación local del 
código). No son acepciones excluyentes, pero sí distintas; ambas caben 
sin embargo dentro de un amplio concepto de colegialidad, porque los 
efectos del vínculo de comunión entre los obispos son múltiples, apun-
tan en muchas direcciones. 
Pero la aplicación local del código -que es una tarea particular por su 
propia naturaleza- puede también ser entendida sin violencia alguna de 
otro modo: como participación en la implantación de la disciplina cunctae 
Ecclesiae communis, y por lo tanto como responsabilidad en un empeño 
común de toda la Iglesia. Así parece haberlo entendido la introducción 
del decreto. Si la solicitud colegial se explica en esta clave -y no se 
predica primordialmente del modo conjunto o colectivo como actúa la 
Conferencia-, entonces ese espíritu colegial debe atribuirse también a 
buena parte de los fenómenos normativos particulares. Cada obispo en 
su iglesia particular tiene la obligación de promover, urgir, vigilar (c. 
392) y desarrollar esa legislación universal que, como hemos tenido 
ocasión de escribir alguna vez, no es un intruso en el ámbito de su 
iglesia, sino un elemento de su más íntima estructura. 
5. Aceptada esta perspectiva amplísima de la colegialidad (que 
cabe bien dentro del término «solicitud colegial»), debemos pregun-
tarnos si es posible afirmar que la potestad normativa de la Conferencia 
opera como efecto de un acto colegial, o más exactamente, de un acto en 
el que se ejerce la colegialidad episcopal. Es bien sabido que en este 
punto las opiniones divergen acusadamente. Para algunos sólo se ejercita 
la potestad del colegio cuando éste se congrega como tal, con acción 
conjunta de todos sus miembros y de su cabeza, en asuntos que miran al 
bien de toda la Iglesia; según esta línea no existe verdadera colegialidad 
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en los demás coetus episcoporum, aunque en ellos pueda hablarse de 
reflejos de la colegialidad en una orientación distinta del ejercicio del po-
der jurídico (afecto, consejo, unión, solicitud). Para otros, la colegiali-
dad admite realizaciones parciales, no plenas, pero auténticas e inscritas 
-como manifestaciones de carácter sinodal- en la estructura constitucional 
de la Iglesia. Una de ellas sería la Conferencia episcopal, que quedaría 
situada como un órgano intermedio de potestad entre la Iglesia universal 
y las iglesias particulares. 
Es claro que, en el interior de cada línea de comprensión, los autores 
no alegan exactamente los mismos argumentos ni ofrecen idénticos ma-
tices, pero aquí buscamos tan sólo exponer esquemáticamente los ténni-
nos del diálogo doctrina}l. La primera de las perspectivas, como es sabi-
do, ha recibido el refrendo de la Comisión teológica internaciona12 y del 
Sínodo extraordinario de 19853. La Comisión teológica internacional 
advertía, tras repasar la utilidad y eficacia de las Conferencias episcopa-
les, que «son propias de la organización y de la concreta e histórica fi-
gura de la Iglesia (iure ecclesiastico). Si se aplican a éstas los ténninos 
'colegio', 'colegialidad', 'colegial', se usan en sentido analógico y 
teológicamente impropio»4. Por su parte, la Relación final del Sínodo de 
1985 explicaba: «De esta primera colegialidad entendida en sentido 
estricto (todo el colegio junto con su cabeza sobre toda la Iglesia) deben 
distinguirse determinadas realizaciones parciales, que son verdadera-
mente signo e instrumento del afecto colegial: el Sínodo de los obispos, 
las Conferencias episcopales, la CUIia romana, las visitas ad limina, etc. 
Todas estas realizaciones no pueden ser deducidas directamente del 
principio teológico de la colegialidad; sed iure ecclesiatico reguntur»5. 
Así pues, no parece fácil aceptar, con estos presupuestos, que las 
Conferencias episcopales actúen la potestad colegial del colegio de los 
1 . Puede consultarse para una presentación amplia de ambas posturas y de sus repre-
sentantes, con abundantes referencias bibliográficas y textuales, FORN~S, J., Naturaleza 
sinodal de los concilios particulares y de las conferencias episcopales, en las Actas del VII 
Congreso internacional de derecho canónico, París, 21-28 de septiembre de 1990 (en 
prensa), especialmente el apartado V, 3. 
2. Themata selecta de ecclesiologia. 7.X.1985, en «Enchiridion Vaticanum» 9 
(1988), pp. 1618 ss. 
3. Re/atio jinalis. 7.XII .1985, en "Enchiridion Vaticanum» 9 (1988), pp. 1738 ss. 
4. Themata selecta. cit., p.1674. 
5. Re/atio jinalis. cit., p. 1767. 
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obispos. Si pusiéramos en clave netamente jurídica los argumentos 
aportados, deberíamos decir que lo que señala la naturaleza jurídica de 
un ente no es su composición, sino su fin. La naturaleza jurídica de las 
Conferencias episcopales se encuentra vinculada a las normas institutivas 
que les confirieron su finalidad (Christus Dominus 37 y 38). La compo-
sición episcopal de las Conferencias resulta importante y significativa 
(con indudables efectos, también jurídicos) pero no hasta el punto de 
conformar y definir su naturaleza jurídica. No parece fácil, desde esta 
perspectiva, entender a las Conferencias episcopales como instituciones 
intermedias para el ejercicio de la potestad eclesiástica6• 
6. Hemos dicho que la composición episcopal de las Conferencias 
resulta importante y significativa. Una cosa es que la Conferencia no 
ejercite en sentido estricto la colegialidad, otra muy distinta que el víncu-
lo de comunión episcopal no tenga efecto jUlidico alguno. Recientemente 
se ha puesto de relieve este punto desde una interesante perspectiva7. 
Las dos líneas de comprensión del fenómeno teológico y jurídico de las 
Conferencias episcopales no pueden resultar absolutamente irreconcilia-
bles, hace falta un esfuerzo de complementariedad. Si nos fijamos en el 
título en que se basan las dos perspectivas, diríamos que la primera se 
fundamenta en la dimensión individual de la missio canonica (necesa-
riamente unida al oficio pastoral de cada obispo), la segunda en la 
dimensión sacramental del episcopado (que incorpora al Colegio y que 
tiene una dimensión colectiva y de comunión). Las Conferencias están 
finalizadas por la missio canonica, están constituidas para (y por causa 
de) la ayuda al ministerio pastoral de cada obispo. Sin embargo eso no 
impide que el vínculo sacramental de comunión entre los obispos opere 
6 . Es evidente que en la Iglesia existen numerosas instancias intermedias con 
genuina potestad de régimen (como los sínodos particulares y los patriarcados, por refe-
rirnos a dos exponentes significativos), de modo que no se trata de imponer una traba cons-
titucional a las instancias intermedias. En sentido propio no se trata siquiera de prejuzgar 
lo que las Conferencias episcopales puedan llegar a ser con una nueva configuración jurí-
dica. Se trata más bien de saber lo que las Conferencias episcopales son de acuerdo con el 
ordenamiento vigente; es decir, de conocer lo que sus normas institutivas han querido que 
sean. Y es aquí donde encontramos dificultades para concebirlas como instancias inter-
medias. Lo contrario sería confundir el deseo, bien legítimo por cierto, con la realidad. 
7. Cfr. ARRIETA, 1.1., Conferenze episcopali e vinco lo de comunione, en «Ius 
Ecclesiae» 1(1989), pp. 3-22. Seguiremos las ideas del autor a lo largo de este apartado. 
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en las Conferencias episcopales, incluso con efectos jurídicos. En razón 
del vínculo de comunión en que participan8, los obispos están obligados 
a la cooperación, al consejo (a darlo y a recibirlo), a la correspon-
sabilidad, actitudes que engendran situaciones subjetivas de las que no 
está exento el pertinente relieve jurídico. 
La dimensión jurídica implícita en el vínculo de comunión interepis-
copal sólo comporta sin embargo ejercicio de potestad -la potestad es un 
modo, sólo uno, de la fenomenología de lo jurídico- cuando se actúa la 
colegialidad en sentido propio. En las Conferencias episcopales no se 
produce el acto colegial. La potestad de las Conferencias -la potestad 
normativa, que es lo que ahora nos ocupa- se participa desde otras ins-
tancias. No obstante, el vínculo de comunión, que da lugar a la solicitud 
colegial, informa y promueve toda la actividad de la Conferencia, 
también cuando actúa con una potestad que no es la potestad colegial, y 
en ocasiones da origen a situaciones jurídicas especíticas. Por todo ello 
no hay inconveniente en atribuir a la solicitud colegial, como hace el 
decreto, el desarrollo normativo del Código. 
7. [Subsidiariedad] El principio quinto para la reforma del Código 
recogía, como indicación directiva de los trabajos codiciales, el principio 
de subsidiariedad, según una acepción muy determinada. Vamos a 
formularlo según la versión que ofrece el prefacio del Código, que es a 
la que se remite la introducción dei decreto (n. 3): «Que se atienda bien a 
8. Según Arrieta el vínculo de comunión y el principio de colegialidad resultan 
dimensiones equivalentes. De este modo, el principio de colegialidad puede participarse; en 
algunos casos tendrá eficacia en el ejercicio de la potestad suprema, en otros casos no ten-
drá esa eficacia, sino otra (que puede ser jurídica, pero no de ejercicio de poder en sentido es-
tricto). A nuestro parecer, el principio de colegialidad no es adecuadamente equivalente al 
vínculo de comunión. Aunque el vínculo de comunión interepiscopal resulta ser la base sa-
cramental de la colegialidad, ésta trae su significado propio y riguroso como sustanti-
vación abstracta de colegio. No es por tanto una realidad participable según un más y un 
menos, sino tan sólo analógicamente, como sería el caso de la colegialidad afectiva. Cuan-
do hablamos del principio de colegialidad queremos decir que la colegialidad es un pará-
metro atribuible (o no) a los modos en que se realiza la comunión episcopal, conforme sean 
éstos (o no) efectivamente colegiales. También indicamos con él que la colegialidad es una 
exigencia que estructura el poder en la Iglesia. Pero es más dudoso que pueda usarse la expre-
sión para indicar que la colegialidad es un elemento del que se participa; eso sería más bien 
el vínculo de comunión. Por lo demás estamos plenamente de acuerdo en que el vínculo de 
comunión está en el fundamento de la colegialidad estricta y que aquél tiene eficacia jurídica 
en el despliegue de la actividad de la Conferencia. 
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un principio que ( ... ) se llama principio de subsidiariedad, y que tiene 
aún mayor vigencia en la Iglesia, en cuanto que el oficio episcopal, con 
los poderes anejos, es de derecho divino. Con este principio, a la vez 
que se respeta la unidad legislativa y el derecho universal y general, se 
defiende la oportunidad, e incluso la exigencia de velar para que, de 
modo especial, resulten útiles cada una de las organizaciones instituidas, 
a través de sus derechos particulares y de una saludable autonomía del 
poder ejecutivo particular que se les ha reconocido. Fundado, pues, en 
ese mismo principio, el nuevo Código debe conceder a los derechos 
particulares o a la potestad ejecutiva aquello que no resulte necesario para 
la unidad de la disciplina eclesiástica universal, de suerte que se dé paso 
a razonables 'descentralizaciones', como se dice, cuando no haya riesgo 
de disgregación o de constitución de Iglesias nacionales». 
Es claro lo que con este término quiere decir el quinto principio 
directivo del Código y lo que quiere decir también el decreto, acogién-
dose a las mismas razones. Se llama subsidiariedad, en este ámbito, al 
respeto por parte de la instancia legislativa universal de todas las instan-
cias legislativas inferiores, garantizando todo lo que resulte útil de ellas; 
es decir, no sólo se reconoce lo legítimo de la actividad de las otras ins-
tancias, sino que la instancia legislativa universal manifiesta una volun-
tad de inhibición (de no intervenir) en todos los ámbitos jurídicos que no 
sean necesarios para la unidad de la disciplina. De modo que el derecho 
universal tenga menos pretensión de capilaridad, de extensión indiscri-
minada. Cabe que nos preguntemos si es éste el significado propio de la 
subsidiariedad. 
A nuestro juicio, y no somos los primeros en advertirl09, la subsi-
diariedad tiene un ámbito de aplicación propia, restringido a las re-
laciones entre los órganos de poder y los individuos singulares o 
9. Cfr. GUTIÉRREZ, J.L., La Conferenza episcopale come organo sopradiocesano 
nella struttura ecclesiastica, en "Ius Ecclesiae» 1 (1989), pp. 69-91; Y especialmente por 
lo que se refiere a la subsidiariedad, pp. 88-90. Allí se encuentran también indicaciones bi-
bliográficas y los textos de la doctrina pontificia en la materia. Merece destacarse también 
el excelente trabajo de J. A. KOMONCHAK, La subsidiariedad en la Iglesia. Estado de la cues-
tión, en "Naturaleza y futuro de las Conferencias episcopales. Actas del coloquio interna-
cional de Salamanca. 3-8 enero 1988» (Salamanca 1988), pp. 367-424. Komanchak se 
muestra asÍlnÍsmo crítico, o por lo menos muy cauto, a la hora de aplicar la subsidiariedad a 
la organización eclesiástica, precisamente porque advierte que su uso original estaba 
dirigido a las sociedades civiles (cfr. las conclusiones de su extenso y documentado trabajo, 
pp. 418-420). 
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asociados; no así entre las diversas instancias de los poderes públicos. 
Ése fue el sentido con el que fue concebido por la doctrina jurídica gene-
ral y trasladado después a los documentos pontificios (en los ponti-
ficados de Pío XI y Pío XII). 
Para las instituciones que ejercitan en diversos niveles los poderes 
públicos cabe hablar de descentralización -como hace precisamente el 
quinto principio directivo-, de transferencia de potestad; o incluso de 
reconocimiento de poderes originarios, o de delegación; y además, del 
principio de coordinación entre ellos y del principio de prevalencia y 
subordinación entre las instancias graduadas. Pero no parece igualmente 
propio expresarse en términos de subsidiariedad. La subsidiariedad 
indica sin duda respeto de todo aquello que el grado menor es compe-
tente para realizar, pero subraya primariamente la obligación de ayuda 
que grava sobre el poder público superior para activar los recursos ope-
rativos de las entidades menores. Y el marco de su actividad es la rela-
ción entre la organización jerárquica e institucional de la Iglesia y los 
fieles. 
8. [Subordinación] El decreto, al tiempo que afitma sin ambages 
la capacidad de la Conferencia para ejercitar el poder jurídico como 
efecto de la «subsidiariedad», muestra una conciencia muy viva de la 
subordinación de su potestad normativa. Esa sensibilidad se aprecia en 
tres indicaciones sucesivas. Ya en el n.1, en la presentación general de la 
materia, advierte que la solicitud colegial se proyecta hacia el futuro «en 
un ejercicio subordinado de la potestad legislativa». Al final (n.11), 
inmediatamente antes de iniciar la parte dispositiva, vuelve a recordarlo 
de modo expreso: «en virtud del poder que otorga a esta Conferencia 
Episcopal, en su Asamblea Plenaria, el c. 455, y reconociendo expre-
samente el carácter subordinado de la presente legislación particular, 
decretamos ... ». Entre una y otra advertencia hay una nueva llamada a la 
subordinación normativa, ahora en el área de la interpretación de la ley 
(n.lO): «se ha de entender que este tipo de norma legislativa particular 
debe ser interpretada en el futuro confOlme al espÍlitu y normas expresas 
del nuevo Código, y si eventualmente pudieran plantearse entre unos y 
otros preceptos cualquier contlicto, éste habrá de resolverse según las 
prescripciones de la ley común de la Iglesia, en cuyo texto y contexto 
242 lA VIER OfADUY GUEIÚN 
han de ser interpretadas (cfr. c. 17) tales normas particulares que ahora 
promulga esta Conferencia Episcopal». 
Así pues, la nonna particular de la Conferencia manifiesta bien a las 
claras su actitud subordinada. En las relaciones entre el derecho uni-
versal y el particular 10 se descubren dos líneas simultáneas y recíprocas: 
el respeto de la nonna universal sobre la pm1icular y la subordinación de 
la nonna particular a la universal. La primera magnitud opera sobre todo 
según la actitud ya reseñada de reconocimiento por parte de la instancia 
universal del campo propio de acción de la norma particular, con la 
consiguiente inhibición normativa (que es voluntmia y no sujeta a límites 
fonnales expresos: no existe un área previa vedada para dar norma 
universal); hay también otro perfil típico del respeto hacia el derecho 
particular, éste en el capítulo de revocación de la ley: sólo si la ley uni-
versal lo indica expresamente ha de entenderse que revoca la nonna 
particular (c. 20). Pero aquí nos interesa ante todo la primera magnitud 
(la subordinación), que se expresaría fundamentalmente según el 
precepto del c. 135 §2 inf.: «tampoco puede el legislador inferior dar 
válidamente una ley contraria al derecho de rango superior». 
9. La subordinación opera según distintas modalidades. La primera 
y más característica es la de no contrariedad, que es la que se pone de 
relieve más intensamente en la introducción del decreto. Se entiende que 
hablamos ahora de ausencia de aquella contrariedad que podríamos 
llamar material: la materia de ley inferior no puede estar en contradicción 
con lo que dicta la ley superior. La no oposición o no contrariedad puede 
mostrarse en un tipo de normativa particular independiente, que se lleve 
a cabo extra legem universalem; pero puede manifestarse también 
secundum legem universalem, en una función detenninativa, ejecutoria o 
de desarrollo de la ley universaL 
Además de la no contrariedad existe otra subordinación que es 
procedimental, más específica y que actúa sólo en algunos supuestos. Se 
trata de la subordinación de las nonnas pm1iculares a las condiciones que 
la ley universal exige para ejercitar en algunas ocasiones la potestad 
10 . Nos hemos ocupado de este tema en La relación entre el derecho universal y el 
particular. A propósito de la Consto Ap. "Pastor Bonu.I·"" en «Ius canonicum» 60 (1990), 
pp. 467-492. 
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normativa (habilitaciones específicas para dar norma administrativa, o 
bien condicionantes formales para ejercer la potestad normativa). Así lo 
indica también la introducción del decreto (n. 2): «Propósito del nuevo 
Código es, además, que las Conferencias Episcopales se constituyan en 
fuentes del propio desarrollo legislativo que el Código prevé y condi-
ciona en sus cánones (cfr. c. 455)>>. Prevé y condiciona: esas condicio-
nes del c. 455 no suponen tan sólo un ajuste material a la ley del Código, 
sino unos requisitos formales de procedimiento que el derecho particular 
debe cumplir. 
La introducción del decreto presenta también, como hemos visto, 
una tercera modalidad de subordinación, que es la subordinación inter-
pretativa. Siguiendo sus palabras, cualquier cont1icto entre normas codi-
ciales y normas de la Conferencia ha de resolverse según las prescrip-
ciones del Código, en cuyo texto y contexto han de ser interpretadas 
estas normas particulares. Para ello hace referencia al c. 17, que expone, 
como es sabido, los subsidios de interpretación de la ley, el primero de 
los cuales es la atención al significado propio de las palabras entendido 
en el texto y en el contexto. Más adelante expondremos algún matiz 
crítico menor a esta indicación del decreto, pero parece indudable que, en 
efecto, también la norma universal condiciona la interpretación de la 
particular cuando ésta es desarrollo de aquélla. O lo que es muy seme-
jante: que la norma universal, en ese caso, resulta un contexto adecuado 
para la norma particular, contexto en el cual debe ser entendida. 
10. [Propósitos de la introducción del decreto] Según hemos dicho, 
a nuestro parecer descuellan dos propósitos, dos intenciones, en los 
números introductorios del decreto. El primero de ellos, que era el más 
urgente y el directamente pretendido, consistía sencillamente en justificar 
que en el primer decreto de la Conferencia episcopal española no se diera 
norma sobre algunos supuestos que el Código presentaba como obliga-
torios para que las Conferencias episcopales ejercitaran sus competencias 
normativas. Pero no era ésa solamente la razón de la urgencia. Pocos 
días antes de la entrada en vigor del ClC después de la vacatio, una carta 
de la Secretaría de Estado11 urgía a las Conferencias a que ejerciesen 
11. Cfr. OCHOA, X., Leges Ecclesjae, VI, n. 5008, col. 8713-8715. La carta lleva 
fecha de 8.x1.l983. 
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esas competencias a las que estaban obligadas, por lo menos a través de 
una normativa transitoria y provisional, capaz de cubrir el vacío 
legislativo que en caso contrario podlia producirse. La carta circular (a la 
que técnicamente habría que llamar Instrucción, a tenor del c. 34: una 
norma de quien tiene potestad ejecutiva, dada a quienes compete cuidar 
que se cumplan las leyes, obligándoles en la ejecución de las mismas) 
señalaba una lista de veintiuna competencias normativas que las Confe-
rencias episcopales «debían» ejercer preceptivamente, aunque fuese de 
modo provisional. Adjuntaba también otra lista indicativa de veintidós 
competencias sobre las que las Conferencias episcopales podían dar 
norma. 
A la obligación derivada de la prescripción codicial, que no hablaba 
lógicamente de plazos, añadía la carta una urgencia de tiempo. Pocos 
días después (el 26 de noviembre) se promulgaba el primer decreto, con 
la conciencia de que algunas de aquellas indicaciones sobre las que las 
Conferencias «debían» dar norma no se había cumplido de modo 
acabado. El decreto no afrontaba directamente, por ejemplo, lo relativo a 
la edad y condiciones para el ministerio de lector y acólito (c. 230 § 1), al 
estatuto del catecumenado (c. 788 §3), a la sede para oír confesiones (c. 
964). Había que justificarlo de algún modo. Para ello se abandona la 
pacífica alternativa entre la facultad y el precepto (es decir, competencias 
facultativas y competencias preceptivas de la Conferencia), que proba-
blemente no hubiera evitado una ligera colisión con los términos de la 
carta de la Secretaría de Estado, y se escoge otra distinta. Digamos, sin 
embargo, que en los sucesivos decretos de la Conferencia todos estos 
temas que ahora se relegan encontrarán puntual respuesta normativa. 
Veamos la nueva alternativa que se propone: «Del estudio detenido 
de los cánones que otorgan a la Conferencia Episcopal la potestad de 
dictar normas legislativas para las diócesis de su competencia, se 
observa lo siguiente: en unos casos, consiste en determinadas atribu-
ciones genéricas de competencia en relación a una precisa materia 
jurídica; en otros, de una atribución de poder jurídico ante ciertas 
hipótesis» (n. 6). Planteadas así las cosas, el decreto dirá que ni en uno 
ni en otro caso hay exigencia de legislar de modo inmediato, sino de 
hacerlo tan sólo cuando «algunos temas hayan alcanzado la suficiente 
madurez o presenten motivos de necesidad o de conveniencia y utilidad, 
o de urgencia para el bien común eclesial, que hagan recomendable y 
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oportuno proceder a promulgar sin tardanza la legislación particular 
adecuada» (ibid.). 
11. Hay que reconocer que esta doble categoría (<<atribuciones 
genéricas de competencia en relación a una precisa materia jurídica» y 
«atribución de poder jurídico ante ciertas hipótesis») resulta compleja y 
difícil de interpretar. No tiene mucha utilidad si se emplea -y parece que 
éste es el uso que le da el decreto- como elemento valorativo para decidir 
en qué supuestos la Conferencia estaba obligada a dar norma, porque se 
resuelve que ambas categorías pueden tener el mismo efecto en este 
punto: diferir la emanación. Tal vez sirva -si es que entendemos bien el 
enunciado de esta doble categoría- para hacerse cargo, desde una 
perspectiva sistemática, de los tipos de competencias que se otorgan a la 
Conferencia episcopal. 
Las atribuciones genéricas de competencia serían aquellas habilita-
ciones que otorga la ley codicial a la Conferencia para regular ínte-
gramente (de integro) una materia. Por ejemplo, establecer normas sobre 
la educación religiosa católica en las escuelas (c. 804 §4), elaborar la 
Ratio institutionis sacerdotalis (c. 242), establecer los estatutos del cate-
cumenado (c. 788 §3), dar normas sobre la transacción, el compromiso 
o el juicio arbitral (c. 1714). 
La atribución de poder jurídico ante ciertas hipótesis querría 
expresar la competencia que se otorga a la Conferencia para optar por 
una alternativa que propone la ley o para determinar en concreto una 
prescripción genérica. Por ejemplo, establecer si las tareas del colegio de 
consultores se confían (o no) al cabildo (c. 502 §3), permitir (o no) que 
los fieles laicos sean constituidos jueces (c. 1421 §2), determinar la edad 
y condiciones de los varones laicos que pueden ser llamados al 
ministerio de lector y acólito (c. 230 § 1), determinar qué actos deben 
considerarse de administración extraordinmia (c. 1277). 
No cabe duda de que esta doble categoría, así expuesta, puede 
resultar de cierta utilidad a la hora de determinar si estamos ante una 
norma legislativa o ante una nOlma administrativa. De ello hablaremos 
más adelante. Pero no parece, como hemos dicho, que afecte a la con-
dición obligatoria o no del otorgamiento para dar norma que el código 
hace en favor de las Conferencias. 
246 JAVIER OTADUY GUEIÚN 
12. La segunda pretensión de la introducción del decreto decíamos 
que era de orden más sustancial, menos circunstancial, y que no aparece 
de modo expreso como un argumento que se afronte directamente. Es la 
intención de subrayar o poner énfasis en que la Conferencia episcopal 
tiene auténtica potestad legislativa (sin duda con todos los requisitos de 
condicionamiento y de subordinación que tan abundantemente subraya 
también el decreto). A lo largo de estos «principios» se hace ver en 
diecisiete ocasiones y de modos muy diversos que la Conferencia tiene o 
ejerce dicha potestad. 
Veamos algunas de las indicaciones a este respecto. Las Confe-
rencias ejercen subordinadamente «la potestad legislativa» (n. 1), aunque 
frecuentemente el decreto se refiera a «facultades de legislar» (n. 8) o a 
otros términos relativamente equivalentes como competencia o autori-
zación para legislar (cfr. nn. 6 y 7). Ese ejercicio se traduce en «leyes» 
(n. 4), «legislación» (n. 5), porque es resultado de un «acto legislativo» 
para el cual son de aplicación los cc. 29 y 30 (n. 5). Así pues, la 
Conferencia es capaz de «dar normas legislativas» (n. 8), de convertirse 
en «fuente de desarrollo legislativo» (cfr. n. 2), y de dictar auténtica 
«legislación particular» (nn. 5, 8, 9, 10 y 11). 
Muy significativo nos parece también a estos mismos efectos el 
pasaje del n. 10 de la introducción del decreto. Allí se dice que las 
anteriores «normas particulares» de la propia Conferencia, si resultan 
coherentes con la disciplina codicial y se refiere a ellas el decreto, 
recibirán, «mediante tal referencia, una fuerza legislativa actualizada». 
De acuerdo con estas palabras el decreto distingue entre norma y ley, y 
atribuye contenido legislativo formal a la nueva normativa, atribución 
que no concedía a la normativa antigua, a tenor de sus palabras. No sé 
hasta qué punto resulte esto un exceso de análisis terminológico, pero las 
palabras dan pie por lo menos a insinuarlo. 
13. Es cierto que el decreto para nada entra a cuestiones temáticas, 
es decir, no afronta con argumentos jurídicos el fundamento de dicha 
potestad; simplemente emplea con abundandancia sus consecuencias 
terminológicas y conceptuales. ¿Cabría pensar que emplea tan sólo una 
noción material de ley (como norma general imperativa) y que para nada 
atiende a su concepción formal (como una categOlia específica de norma 
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que ocupa la prevalencia de las fuentes del derecho)? Cabe pensarlo 
ciertamente si atendemos, por ejemplo, al uso que hace el art. 4 del pre-
sente decreto de la noción de ley. Tratando acerca de la facultad conce-
dida a los obispos para el nombramiento de párrocos, atilTIla: «se trata de 
la facultad que la Conferencia concede a los Obispos para nombrar 
párrocos ad tempus. De tal facultad puede usar el Obispo cuando así lo 
considere oportuno; pero no es para él una ley». Si hablamos en téminos 
de ley formal, claro está que lo es; es una facultad in lege clausa; o si se 
quiere, una ley permisiva. Si nos guiamos por el puro carácter pre-
ceptivo de la norma y sólo consideramos legislativo al mandato general 
preceptivo, entonces no lo es. Pero esta segunda acepción no pasa de ser 
un concepto poco técnico de ley. 
Sin embargo, no parece que ese uso ocasional comprometa todo el 
conjunto. Además del empleo que hemos señalado en el n. 13 infine de 
este estudio -donde parece que se vislumbra un uso técnico de ley como 
norma específica-, una utilización tan frecuente del término en estos 
números introductorios tiene que resultar necesariamente significativa. 
En nuestra opinión el decreto manifiesta intención de subrayarlo: la 
Conferencia episcopal tiene potestad de dar leyes. , 
De un modo u otro debemos afrontar este punto: el tipo de potestad 
normativa que tiene la Conferencia; si es legislativa o administrativa. 
Pero simultáneamente es preciso solucionar un asunto de mucha mayor 
envergadura: si la Conferencia tiene, y cuándo, potestad ordinaria (o más 
bien delegada) 12. Simultáneamente, porque esta tipología de la potestad 
nos sale al paso de modo natural cuando analizamos esta materia. 
12. No vamos a contemplar directamente la otra alternativa típica de la división de la 
potestad: si la potestad de las Conferencias episcopales es propia o vicaria. Apuntemos tan 
sólo que se trata de un tema complejo, al que se añade además la dificultad inherente a las 
mismas categorías de propiedad/vicariedad. Si se toma la potestad propia -lo cual no deja de 
ser paradójico- como residual, es decir, como aquella que no es vicaria o que no se ejerce en 
nombre ajeno, entonces es sencillo afirmar que la potestad de las Conferencias es propia. 
Pero si se otorga sustancia positiva a la potestad propia ·la capitalidad del oficio que se de-
sempeña-, entonces ya no resulta tan fácil atribuir potestad propia a las Conferencias epis-
copales. De cualquier forma, por lo que a nosotros se nos akanza, la afirmación del carácter 
propio de la potestad de las Conferencias no se resuelve simplemente desde el fundamento 
eclesiológico de las Conferencias episcopales o mostrando su conexión con elementos 
constitucionales de la Iglesia, por dos razones. Porque también existe la vicariedad en el ni-
vel constitucional (lo vicario no tiene necesariamente que ser jure ecclesjastjco ni lo 
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14. [La potestad normativa de la Conferencia] Aunque la doctrina, 
en general, acepta que las competencias normativas de la Conferencia 
episcopal son legislativas13 , a nuestro juicio para discernir bien este 
asunto conviene valorar las cosas con arreglo a las indicaciones del c. 
455 § 1. Cuando se cumple el segundo supuesto de ese párrafo, es decir, 
cuando el decreto general se produce por mandato especial de la Sede 
Apostólica, es claro que nos encontramos ante un caso de legislación 
delegada (de un decreto legislativo), tal y como lo describe el c. 30. Ahí 
se encuentran las condiciones que se requieren para el decreto legislativo 
canónico y que se cumplen punto por punto cuando existe el mandato de 
la Sede Apostólica: a) es un «acto de concesión» para una supuesto 
singular, no es una norma habilitadora; b) previo y expreso, no es una 
ratificación posterior o una atribución que se presuma; c) que tiene que 
atenerse a «las condiciones establecidas en el acto de concesión» -a las 
bases jurídicas obligadas que contiene el mandato de la Santa Sede- para 
la validez de la norma receptora de ese mandato (aunque, hay que no-
tarlo, el c. 30 no es ley irritante); d) dado por «el legislador competente», 
con fundamento en cuya potestad se dicta la norma, que es propiamente 
una ley. 
Cuando la ley codicial habilita a las Conferencias a dar norma, que 
es nuestro caso, el asunto no es idéntico. Es evidente que no existe un 
«acto de concesión», sino 'una «norma habilitadora», y que no existen 
tampoco unas bases específicas que encuadren y condicionen el 
cumplimiento de ese acto. No es por tanto la hipótesis que diseña el c. 
30. Es frecuente que se hable sin embargo -como hace el decreto- de que 
propio iure divino). Y sobre todo porque esta pareja de calificativos de la potestad ha 
nacido y se ha desarrollado para determinar el modo de ejercicio de la potestad canónica, no 
su fundamento . 
13. Los autores raramente afrontan y analizan de modo directo la potestad legislativa 
de las Conferencias. A menudo la afirman, pero el contenido de la afirmación se mueve 
habitualmente en el ámbito de una noción material de ley como norma obligatoria dirigida 
a una comunidad capaz de recibirla. Antes de la promulgación del código estudió directa-
mente la cuestión J. MANZANARES, Liturgia y descentralizaci6n en el Concilio Vaticano If 
(Las Conferencias Episcopales eje de la reforma litúrgica conciliar), (Roma 1970), pp. 
181-185. Su perspectiva es también la de una noción material de ley, visión lógica en 
aquellos momentos pero muy difícil de sostener ahora con los argumentos que allí se 
aportan, porque el código ha definido la distinción de funciones y ha introducido la catego-
rización de los actos normativos, especialmente en los cc. 29-34. La postura de Manza-
nares fue acogida por G. FELlCIANI, Le Conferenze Episcopali, (Bologna 1974), p . 405, 
nota 93, y ha encontrado eco en otros autores, también postcodiciales. 
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en este caso se ejercen competencias legislativas, y que se recurra para 
fundamentarlo al c. 29 14, que dice así: «Los decretos generales, me-
diante los cuales el legislador competente establece prescripciones comu-
nes para una comunidad capaz de ser sujeto pasivo de una ley, son pro-
piamente leyes y se rigen por las disposiciones de los cánones relativos a 
ellas». La razón por la que la doctrina se remite al c. 29 es muy sencilla. 
Si el c. 455 § 1 -se viene a decir- habla de «decretos generales» parece 
evidente que indica la voluntad de conectar telminológicamente con el c. 
29 (que es el primer canon del Título acerca de los decretos generales y 
las instrucciones), lugar del código en el que se emplea del modo más 
significativo y solemne (llamémoslo así) la expresión «decretos 
generales». 
Pero esta argumentación no es válida, a nuestro juicio, y recurrir al 
c. 29 no resuelve nada en este caso. Las normas que emanan de la Con-
ferencia son, qué duda cabe, un decreto general que establece prescrip-
ciones comunes para una comunidad capaz de ley; no obstante, lo más 
significativo del c. 29 es la indicación de que el decreto debe proceder 
del legislador competente o, lo que es muy parecido, que quien lo dicta 
debe tener potestad legislativa sin necesidad de delegación algÚlla; yeso 
es precisamente lo que no sabemos con certeza en nuestro caso. 
Es incorrecto entender el decreto del c. 29 como un género abs-
tracto; es una especie característica de decreto. Se debe tener presente 
que hay varios tipos de decretos generales (por lo menos el del c. 29, el 
decreto general legislativo del c. 30 y los decretos generales ejecutorios 
de los cc. 31-34), y el que viene configurado formalmente en el c. 29 
tiene como referencia natural aquellas instancias eclesiásticas de cuya 
potestad legislativa no se duda. Concebirlo como el supuesto típico de 
decreto, aplicable indiscriminadamente a cualquier fenómeno nOlmativo 
de la potestad, es confundir radicalmente su naturaleza, porque es 
precisamente el supuesto menos típico: sólo tiene de decreto el nombre, 
ya que es ley. Por el contrario, la apariencia de los decretos de la 
Conferencia presenta una acusada semejanza con la norma administrativa 
(o ejecutiva), que requiere siempre una habilitación de la ley; y habi-
14. Cfr. por ejemplo J. SÁNCHEZ, sub c. 455, en «Código de Derecho canónico» 
(Madrid 1985), p. 250. 
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litaciones específicas son los cánones codiciales que entregan facultades 
a las Conferencias para dictar nonna complementaria del Código. 
15. Así pues, para que una norma sea legislativa es necesario 
conocer su origen. Si sabemos que procede de un titular que posee esa 
potestad, no hay problema alguno para ceItificar su condición legislativa 
(c. 29). Pero si el asunto es dudoso (si no sabemos a ciencia cierta si el 
titular de ese oficio tiene potestad legislativa), nos tendremos que guiar 
por el análisis de la norma misma, ya que existen algunas propiedades 
-frecuentemente difíciles de verificar- que connotan a la nonna legis-
lativa. Una de ellas es la libertad en la configuración de la materia nor-
mativa. Una ley, aunque tenga su referencia, o incluso su fundamento 
jurídico, en otra ley anterior, no está condicionada en el modo de 
acometer su materia de regulación, goza siempre de autonomía; tiene 
-con los límites que sean del caso- soberanía para afrontar lo que es 
objeto de su valoración. 
Por lo tanto, para determinar si las competencias ejercidas por la 
Conferencia son legislativas o no, deberemos analizar la norma ema-
nada. De acuerdo con lo dicho en el n. 12 de este estudio, hay dos cate-
gorías de atribuciones que el código otorga: una, para regular integral-
mente una materia; otra, para decidir una alternativa de la ley o para 
detenninar en concreto una prescripción genérica. Las primeras pueden 
ser legislativas; las segundas son «inequívocamente ejecutorias»15. La 
limitación de la órbita de competencia reguladora que la norma codicial 
lleva a cabo en este último caso es tan fuerte que difícilmente puede 
entenderse que esas nonnas sean leyes l6. El pIimer supuesto es distinto; 
en ese caso, aunque las competencias están sin duda diseñadas y tasadas 
en la nonna habilitadora y condicionadas por ella, no son desde luego 
inequívocamente ejecutorias. 
15. MIRAS. J .• Naturaleza jurldica de la potestad normativa de las Conferencias 
episcopales según el C. J. C. 83, en «Iglesia universal e Iglesias particulares. IX Simposio 
internacional de teología». (Pamplona. 1989). p. 688. Para el autor. con el que sustan-
cialmente coincidimos. las Conferencias episcopales no tienen potestad legislativa ordi-
naria. aunque no todas las competencias normativas que el código les otorga sean inequí-
vocamente ejecutorias. 
16. Cfr. los cc. 230 §1. 276 §2. 284.522.535 §1. 851 §1. 877 §3. 891. 895. 964. 
1031 §3. 1083 §2. 1236 §1. 1246 §2. 1251. 1277. 1292 §1. 1421 §2. 1425 §4. 
LA POTESTAD NORMATIV A DE LA CONFERENCIA EPISCOPAL 251 
De todas fOffi1as, quienquiera que afronte de iure condito positivo el 
argumento de la potestad legislativa de las Conferencias episcopales, no 
podrá menos que preguntarse si efectivamente cabe una potestad 
legislativa cuyo ejercicio se reduzca a unos episodios expresamente 
facultados por el derecho universal. Lo propio de la potestad de dar leyes 
parece lo contrario: constituye el ápice y la plenitud del poder, en prin-
cipio ilimitado como proyecto de configuración de la realidad jurídica. 
No parece propio de ella una reducción tan drástica de competencias y de 
objetos de regulación. El derecho superior se comporta ante la potestad 
legislativa inferior por reserva -y por exigencia de subordinación, claro 
está-, pero no por concesión. Cuando existe un régimen de concesiones 
específicas hechas por la ley, la presunción es que el ente ad quem no 
tiene potestad de dar leyes, y que las normas que dicta no son leyes, a 
menos que se cumplan las condiciones del c. 30. 
Este tipo de consideraciones no son demasiado frecuentes en la 
doctrina canónica, mucho más preocupada por la sustancia o la 
materialidad de lo legislativo (si obliga o no y a quiénes) que por la 
fOffi1alidad de la producción jurídica (si, aunque obligue, es ley formal o 
no lo es). De todas formas, el hecho de que sea escasa la dedicación de 
los autores no menoscaba la impOltancia del asunto. 
16. Conviene atender a la conocida respuesta auténtica del 5 de julio 
de 198517 sobre el alcance de la expresión «decretos generales» del c. 
455. También los decretos generales ejecutorios caben en ella. Esto 
significa que todos los decretos generales de la Conferencia requieren las 
condiciones del c. 455 para su constitución como nOffi1a y para su vigor 
jurídico. Sean leyes o no las normas de la Conferencia, sean normas 
legislativas o respondan más bien a la potestad administrativa, no hay 
diversidad de régimen en su tramitación, destinatario, condiciones de 
control y subordinación, carácter obligatorio, exigencias de promul-
gación e interpretación, y demás efectos. 
Ante una apreciación como ésta, hay que preguntarse si merece la 
pena el esfuerzo teórico y sistemático que hemos intentado llevar a cabo 
para precisar la naturaleza de esas normas y de esas competencias. 
17. AAS 77 (1985), p. 771. 
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Porque si de la categoría formal de las normas, tan laboriosa de diseñar, 
no se sigue ningún efecto en la praxis jurídica, más vale callar ese punto 
y evitar tanto empeño inútil. 
Pero no es inútil por una razón que trasciende, al menos en parte, el 
derecho positivo -objeto primario, no lo olvidemos, de la ciencia 
canónica- y la fenomenología jurídica más inmediata. Una razón que 
afecta a la implantación constitucional de las Conferencias episcopales. 
Tener o no potestad legislativa, dar o no decretos generales que «son 
propiamente leyes» (c. 29) representa tener o no el grado más alto de la 
potestad de régimen, yeso tiene mucho relieve desde el punto de vista 
constitucional (aunque no sea desde luego, ello solo, suficiente para 
calificar la naturaleza de las Conferencias episcopales). En nuestra 
opinión 18, como hemos dicho, resulta difícil aceptar que las Confe-
rencias episcopales tengan potestad legislativa en sentido formal. 
17. El siguiente paso que debemos dar es preguntarnos cómo 
integrar la potestad nonnativa que las Conferencias reciben por ley en la 
tradicional división de la potestad canónica; si se trata, en difinitiva, de 
potestad ordinaria o delegada a iure. 
Parece necesario atender a la nonna del c. 131 § 1: «La potestad de 
régimen ordinaria es la que va aneja de propio derecho a un oticio; es de-
legada la que se concede a una persona por sí misma, y no en razón de 
su oficio». Atendiendo a estas palabras se hace muy difícil afirmar que 
las facultades que recibe la Conferencia episcopal sean delegadas, por-
que es evidente que no se entregan ¡psi personae, a una persona por lo 
que es singularmente en sí misma; es más, se hace muy difícil aceptar 
-en realidad es imposible de acuerdo con el derecho del código- que 
cualquier atribución concedida por ley pueda ajustarse a lo que entiende 
el c. 131 por potestad delegada. U na habilitación legal no es tan sólo 
18. Coincide en este punto, y en parte de la argumentación que presentamos, A. 
ACERBI, Respuesta a la conferencia de P. KRAMER, en «Naturaleza y futuro ... », cit., pp. 188-
189: «la función legislativa de las conferencias episcopales está regulada según un prin-
cipio que no surge tanto de su naturaleza intrínseca, cuanto de la necesidad de evitar la 
colisión con otros derechos, esto es, el del obispo diocesano, tal como está sancionado en 
el canon 381, y el del papa, reconocido en el canon 331. La imagen rechazada por los 
redactores del CIC es la de que las conferencias episcopales tengan todos los poderes nece-
sarios para regir una detenninada porción de la Iglesia, a excepción de aquellos reservados 
al papa y los reservados a los obispos diocesanos.» 
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algo distinto de una concesión hecha a una persona por sí misma, es que 
es exactamente lo contrario. Cuando el código atribuye ex Lege potestad a 
las Conferencias, no está contemplando a esta o a aquella Conferencia 
episcopal, sino a cualquiera de las que existe o exista en el futuro. Eso 
no puede ser potestad delegada, o al menos la potestad delegada del 
c. 131. 
Pero la potestad ordinaria -que es la otra alternativa- requiere la 
existencia de un oficio. Uno de los grandes problemas para determinar la 
potestad de las Conferencias ha sido precisamente, desde el punto de 
vista del derecho positivo, la dificultad de concebir a la Conferencia 
episcopal como un oticio l9• En realidad, la Conferencia episcopal no es 
un oficio, sino un ente jurídico institucional (una persona jurídica pública 
perteneciente a la organización institucional de la Iglesia), en el seno del 
cual sin embargo existe un entramado de órganos y de oficios ecle-
siásticos, cada uno de estos últimos con su titular -no olvidemos que la 
titularidad personal es la base más fuerte del oficio canónico- y con su 
propia esfera de competencias. 
Si aceptamos este simple esquema resultará fácil entender que dentro 
de la estructura organizativa de la Conferencia pueda existir un oficio 
canónico cuyo titular sea el coetus episcoporum que compone la asam-
blea plenaria de dicha Conferencia. El titular del oficio, repetimos, no es 
la asamblea plenaria -que es un órgano estructural de la institución-, sino 
el fundamento personal colectivo de ese órgano: el coetus episcoporum. 
Si existe un oficio, no hay dificultad para entender que dicho oficio 
ejerza potestad ordinaria, la que la propia ley de constitución del oficio le 
entregue. 
19. Desde el comienzo del análisis doctrinal llevado a cabo por la doctrina acerca de la 
potestad de la Conferencia episcopal, ha resultado polémico este punto. Los autores tien-
den a aceptar que la Conferencia es un oficio (aunque no un conjunto de ellos, conve-
nientemente estructurado y con diversos titulares, según nos parece a nosotros), pero no 
faltaron algunos, sobre todo en el inicio de las discusiones y antes de la promulgación del 
decr. Christus Dominus, que negaron su condición de oficio (los austriacos Leitmaier, 
Leisching, Gampl, por ejemplo, desde diversas perspectivas). Después del Concilio y antes 
de la promulgación del ClC existe ya un numeroso grupo de autores que ofrecen fundamento 
suficiente para entender la Conferencia como oficio eclesiástico . Destaquemos en este 
punto, entre otros, los nombres de Munier, Zurowski, Hemperek, Feliciani, Manzanares y 
Lettmann. Para una visión compendiada y sencilla de la doctrina de estos autores puede 
verse J. STEPNOWSKI, La potestad de la Conferencia episcopal en la doctrina europea, en 
«Excerpta e dissertationibus in iure canonico», VII (1989), pp. 489-547. 
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No se nos pueden ocultar las dificultades técnicas que encierra este 
planteamiento. Es incuestionable que el código concibe primariamente el 
oficio como un cargo eclesiástico con titularidad individual (uniperso-
nal); y que el régimen del oficio requiere como principio (excepto en el 
supuesto excepcional de la elección constitutiva) la provisión de la auto-
ridad (c. 146). Ninguna de estas dos cosas parece que suceden en nues-
tro caso. No obstante, pensamos que se puede sostener la solución que 
apuntábamos, e incluso que es la que menos perturba el sistema jurídico. 
y para ello utilicemos dos datos bien sencillos que nos aporta el 
derecho. Vayamos en primer lugar al c. 145, que ofrece como es sabido 
una noción de oficio considerablemente amplia: «cualquier cargo, cons-
tituido establemente por disposición divina o eclesiástica, que haya de 
ejercerse para un fin espilitual». Sin duda en esta descripción caben muy 
bien los oficios colegiales2o. Pero además, y ésta sería la segunda razón 
jurídica que abona nuestra interpretación, si es verdad que la potestad 
ordinaria es la que va unida por propio derecho al oficio, es impensable 
que todos los fenómenos de estructura colegial que existen en la Iglesia 
queden destituidos de potestad ordinaria por no ser oficios; que se les 
niegue su condiCión de sujetos de potestad ordinaria por ser estructuras 
colegiales sin un titular unipersonal, de modo que sólo podrían ser 
llamadas oficio en sentido amplio. El colegio cardenalicio, los colegios 
de consultores, los tribunales colegiados -por indicar sólo algunas 
entidades que ejercen indudablemente la potestad de régimen- tienen 
potestad ordinaria, atribuida por el derecho. Lo mismo hay que decir, 
dentro de sus límites -como en los otros casos dentro de los suyos- de la 
20. La naturaleza colegial del titular del oficio causó más de un problema a la doctrina, 
tanto para calificar de oficio a la Conferencia como para atribuir a ésta la potestad ordi-
naria. De esas dudas tomó cuerpo y cobró cierto crédito un nuevo tipo de potestad (la potes-
tad colegial, categoría introducida por Leitmaier y retomada después por Zurowski), como 
una especie desgajada y diversa de la alternativa tradicional ordinaria/delegada. Hay que 
decir sin embargo que no existían obstáculos sustanciales para aceptar los oficios cole-
giales con potestad ordinaria; Morsdorf, por ejemplo, antes del Concilio, admitía en la 
misma definición de oficio que su titular fuese una persona física o un colegio (cfr. K. 
MORSDORF, De conceptu Oficii Ecclesiatici. en «Apollinaris» 33 (1960), p. 84). Hoy se 
entiende habitualmente la potestad colegial de la Conferencia como un modo de ejercicio de 
la potestad ordinaria, no como una especie distinta. Cfr., para una relación sucinta de los 
inicios de este diálogo doctrinal, J. MANZANARES, Las Conferencias episcopales a la luz del 
derecho can6nico, en ",Las Conferencias episcopales hoy. Actas del Simposio de Sala-
manca, 1-3 mayo 1975,., (Salamanca 1977), pp. 57-58, nota 55. 
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Conferencia episcopal21 ; o más exactamente del coetus episcoporum que 
compone la asamblea plenaria de la Conferencia. 
18. No han faltado interesantes iniciativas doctrinales que han 
concebido las facultades normativas de la Conferencia episcopal como 
delegaciones de potestad a iure22. Según esta línea de comprensión, el 
romano Pontífice reservaría para sí, de acuerdo con el c. 381 § 1, 
aquellas materias jurídicas que es conveniente que tengan un tratamiento 
normativo común para el ámbito telTitorial de las Conferencias episco-
pales, y las sustraería por lo tanto del poder normativo de los obispos un 
singu li. Posteriormente delegaría a través de la ley codicial esas facul-
tades normativas a las Conferencias. 
21. De semejante parecer son la mayoría de los autores. Así, por ejemplo, J. 
MANZANARES, Las Conferencias Episcopales en el nuevo Código de Derecho canónico, en 
.Raccolta di scritti in onore di Pio Fedele», 1 (Perugia 1984), pp. 525-526, no manifiesta 
ninguna duda sobre el carácter ordinario de la potestad y la naturaleza colegial del oficio: 
.no parece dudoso que su potestad es ordinaria (cf. c. 131 § 1) ya que va aneja a su oficio 
colegial, en virtud del mismo derecho». De análoga opinión es J.I. ARRIETA, sub . c. 455, 
en .Código de Derecho canónico» (Pamplona 1984), p. 324: «Las Conferencias Episco-
pales actúan en forma colectiva (cfr. c. 119) una potestad ordinaria (cfr. c. 131 §1) sobre 
materias que por ley común -en este Código son numerosas-, o por especial mandato de la 
Santa Sede -motu proprio, o a petición de la Conferencia- se les haya atribuido». Muchos 
otros autores se han expresado en términos parecidos. Hay que decir también que algunos 
sectores de la doctrina no sienten escrúpulo alguno en afirmar que la potestad de las Confe-
rencias es ordinaria, pero esa afirmación se lleva a cabo frecuentemente desde perspectivas 
que sobrepasan el derecho positivo, aunque a la postre recaigan sobre él; se hacen desde una 
fundamentación eclesiológica que trasciende el dato jurídico, pero después reclaman su 
incidencia en el dato jurídico positivo. Sobre el entrecruzarse de estas dos líneas se puede 
leer con provecho J. MIRAS, NaluraLeza jurfdica de la potes({uJ normativa de las Confe-
rencias episcopales según el C./.C. 83, cit., pp. 678-679. Por lo que afecta a nuestro caso, 
no es infrecuente que se hable de una potestad ordinaria de las Conferencias como efecto de 
la potestad episcopal de la que se entiende que participan o que ejercitan, pero sin llevar a 
cabo un análisis detallado de los requisitos técnicos de la atribución de la potestad, de los 
condicionamientos del oficio eclesiástico para ello, de la concepción, en definitiva, que 
tiene el derecho positivo sobre la potestad ordinaria y delegada. 
22. Aunque existen claros precedentes canónicos (Leisching y Gampl, por ejemplo, 
en los años sesenta) de considerar como delegada a iure la potestad normativa de la Confe-
rencia, quien ha tomado el relevo en los momentos actuales de un modo consistente y 
articulado ha sido C. DE DIEGO-LORA, Competencias "ormativas de las Conferencias 
episcopales, en e<lus canonicum» 48 (1984), pp. 527-570, especialmente pp. 550-557; 
IDEM, lA potestad de régimen de las Confere"cias episcopales en el "Codex» de /983, en 
e<lus Ecclesiae» 1 (1989), pp. 23-46, especialmente, pp. 27-33. Sigue también la opinión 
de De Diego-Lora, entre otros, J. FORN¡;S, Naturaleza sinodal.... cit., secc. V, 4 (en prensa). 
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La ventaja de esta postura, cuyo despliegue argumentativo es ade-
más limpio y fácil, parece indudable a primera vista. Permite entender 
con claridad cómo y por qué es posible que las decisiones normativas de 
la Conferencia episcopal se impongan en todas las iglesias particulares 
del territorio, incluso ante la hipotética voluntad contraria de algún 
obispo que no las deseara; en definitiva, la potestad con que se imponen 
es pontificia (o, si se prefiere, del legislador universal). Por lo demás se 
acude a dos conceptos canónicos (el de reserva yel de delegación a iure) 
que tienen, o han tenido, un uso canónico amplio y tradicional. No se 
presenta como una opinión sin fundamento o que fuerce los instru-
mentos canónicos. 
Sin embargo no la compartimos por las razones que ya hemos ale-
gado más arriba (al comienzo del n. 18): el concepto mismo de potestad 
delegada que diseña el código (c. 131 §1, cfr. también c.85) contradice 
la posibilidad de una potestad delegada atlibuida por ley23. Precisamente 
porque existe un oficio con sus propias competencias no nos parece 
oportuno hablar de potestad delegada, sino de potestad ordinaria. La po-
testad atribuida por leyes ley: la ley de constitución del oficio. Y resulta 
una ficción innecesaria entender esas asignaciones de potestad como algo 
externo o ajeno al oficio mismo. No dice otra cosa el c. 145 §2: «Las 
obligaciones y derechos propios de cada oficio eclesiástico se determinan 
bien por el mismo derecho por el que se constituye, bien por el decreto 
de la autoridad competente que lo constutuye y a la vez lo confiere». Por 
10 tanto pensamos que las atribuciones normativas otorgadas a la 
Conferencia episcopal (al coetus Episcoporum que compone su asamblea 
plenaria) a través de la ley codicial son supuestos de potestad ordinaria 
Pero no es solamente un deseo de ajuste riguroso a la concepción 
que se desprende del c. 131 lo que nos mueve a oponer un recelo a la 
potestad legislativa delegada a iure. Se trata también de reservar con 
23. A la misma opinión se inclina E. LABANDEIRA, Tratado de Derecho Administrativo 
Can6nico (Pamplona 1988), pp. 193-195. Es indudable que la potestad a iure ha sido usada 
con alguna frecuencia en la historia reciente del derecho canónico (sobre todo desde el 
Concilio de Trento), y que los comentaristas del CIC de 1917 usaron también de este 
recurso. Pero no ha dejado de resultar siempre polémico y contradictorio. Cfr. M. 
CABREROS DE ANTA, Concepto de potel'tad ordinaria y delegada, en «Estudios canónicos .. 
(Madrid 1956), pp. 183-218: el autor, después de un amplio análisis de fuentes y de 
doctrina, se inclina a negar la categoría de potestad delegada a iure dentro del régimen del 
CIC de 1917; en nuestra opinión, aún resulta más difícil aceptarlo en el de 1983. 
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garantías el régimen de la delegación legislativa a los límites del c. 30, de 
acuerdo con sus términos. En nuestra opinión sólo debe hablarse de 
delegación para dar ley cuando existe un acto de concesión expreso 
otorgado por el legislador competente. Como ya hemos dicho, eso puede 
cumplirse en el supuesto de las normas de la Conferencia dadas en virtud 
del mandato de la Santa Sede, pero no en los supuestos de habilitaciones 
legales, que no son -conviene recordarlo- actos de concesión. 
No hace falta recurnr al expediente de la potestad pontificia delegada 
por el derecho para justificar que la nOlma de la Conferencia prevalezca 
sobre la voluntad de los obispos uti singuli. Es el oficio mismo el que es 
de creación pontificia (o conciliar, según el momento genético que 
escojamos, pero en cualquier caso es un acto de la potestad suprema). La 
ley de creación o de constitución del oficio es el derecho universal, que 
determina, limita y diseña del modo que parezca más oportuno la figura 
de las Conferencias episcopales; en esa configuración se encuentran sus 
potestades, sus competencias, sus derechos y sus obligaciones. Todo 
oficio canónico, si lo entendemos así, comp0l1a atribuciones (en sentido 
positivo) y límites (en sentido negativo) incluidos en el diseño del oficio 
mismo, sin necesidad de recurrir a otros factores externos que los 
otorguen o que los impongan. 
De modo que en el momento genético de las Conferencias epis-
copales, como ha sido advertido más de una vez incluso por los que 
admiten su entroncamiento constitucional, existe un acto de potestad 
pontificia24• Existen unas leyes instituyentes (conciliares y codiciales) 
que proceden del supremo legislador, y existe un acto constitutivo de 
erección propio de la autoridad suprema. Es indudable que el oficio así 
constituido participa desde su origen -desde su momento genético- de 
unas potestades cuyo fundamento último no es simplemente el coetus 
episcoporum, sino que derivan del ordenamiento canónico, o si se 
prefiere, del legislador supremo. Pero eso no es delegación a iure, sino 
configuración del oticio. 
24. Así lo afinna Ayrnans y recoge MüIler, aunque afirmen que el poder que se otorga y 
del que se participa en la Conferencia es episcopal. Así pues, hay un poder pontificio para 
la constitución y un poder episcopal para el ejercicio de los actos propios de la Confe-
rencia. Cfr. H. MOLLER, La Conferencia l'piscopal y el obispo diocl'scmo, en «Naturaleza y 
futuro ... », cit., p. 149. 
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19. {Matices críticos] Vamos a dedicar los últimos párrafos a 
ofrecer algunas observaciones menores sobre la remisión que los 
«principios informadores» del decreto hacen a algunos cánones 
codiciales. 
Vayamos en primer lugar al n. 5: «Se desea, con el presente acto 
legislativo (cfr. cc. 29 y 30), l'roporcionar a la Iglesia española una 
legislación particular, temporalmente coincidente en su vigencia con los 
primeros momentos de la vigencia misma del Código». Aunque no 
parece necesario volver a exponer nuestra opinión en este punto, 
digamos que no es posible técnicamente referirse, para un mismo decreto 
general, a los cánones 29 y 30. A uno o a otro, pero a no los dos. 
Resulta contradictorio que se tenga potestad legislativa para dar el 
decreto del c. 29 y no se tenga para dar el decreto del c. 30, canon que 
prevé una delegación expresa de potestad legislativa. Ya dijimos en su 
momento que, en nuestra opinión, no creemos que haya que recurrir a 
ninguno de los dos cánones (sino más bien al c. 31), pero eso es 
cuestión ,distinta; Aquí se trata sólo de reparar en este pequeño error, que 
loes aun aceptando la postura del decreto acerca de su carácter 
legislativo. 
En el n. 6 de los «principios informadores», si lo recordamos, se 
hace referencia alas atribuciones genéricas de potestad o a las atri-
buciones de poder jurídico ante ciertas hipótesis que el código confiere a 
las Conferencias. «El uso que esas competencias yesos poderes 
jurídicos autorizan para legislar, dependerá en muchas ocasiones de que 
en el futuro al que las leyes se proyectan (cfr. c. 9), algunos temas hayan 
alcanzado la suficiente madurez o presenten motivos de necesidad o de 
conveniencia y utilidad, o de urgencia para el bien común,eclesial». La 
referencia al c: 9 es poco feliz. Como es sabido, ese canon sanciona el 
principio de irretroactividad como regla general para la ley: «leges 
respiciúnt futura, non praeterita». Evidentemente las leyes miran al 
futuro y no al pasado, y no afectan a los actos constituidos bajo el im-
perio de otra ley anterior. Pero con esas palabras el c. 9 no está in-
dicando cuándo hay que dar una ley, sino a qué hechos afecta una ley ya 
dada, que son, en principio, los que se llevan a término a partir de la 
promulgación de esa ley. La necesaria madurez de las circunstancias es 
una condición, si se quiere, para la racionalidad, no para la irretro-
actividad de la ley. ' , 
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Por último, atendamos al n. 10 de la introducción del decreto, donde 
se apela a la ley codicial como criterio de interpretación de la nonnativa 
de la Conferencia episcopal: «si eventualmente pudiera plantearse entre 
unos y otros preceptos cualquier contlicto, éste habrá de resolverse 
según las prescripciones de la ley común de la Iglesia, en cuyo texto y 
contexto han de ser interpretadas (efr. c. 17) tales normas particulares». 
El decreto (y la traducción castellana del código) utilizan con frecuencia 
la noción de ley común por ley universal o ley codicial. No parece que 
ese uso arrastre demasiados problemas, aunque no nos parece el más 
adecuado. Tradicionalmente se han reservado los términos ley común o 
derecho común (fuera del uso histórico para designar al derecho del que 
participaba la Iglesia y el imperio) para calificar aquellos supuestos que 
constituyen regla común y no excepción. A la excepción encerrada en la 
propia ley se le llamaba -y se le puede seguir llamando- derecho sin-
gular. Pero no es éste el punto que queríamos destacar, sino la referencia 
la c. 17. 
El c. 17 presenta un doble contenido. La primera parte del canon 
ofrece lo que podríamos llamar el medio técnico principal (más bien 
diríamos natural) de interpretación, que es la atención al significado de 
las palabras. La segunda parte ofrece los medios técnicos subsidiarios, 
que operan cuando el modo natural de interpretación no es útil porque 
encierra oscuridad o duda. Remitir al texto y al contexto del código para 
entender el significado propio de las palabras del decreto se nos antoja 
un poco excesivo. El texto y el contexto natural es el propio articulado 
del decreto, que es el que hay que interpretar en primer lugar. También 
-y al tiempo- hay que recurrir a la ley universal, que habilita y funda-
menta la norma particular y es su contexto sucesivo, pero sin desgajar la 
interpretación de su marco de significación inmediato. 
